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  Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas 
sobre Georgia* 

  Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal y el resultado del examen anterior1. Constituye un resumen de las comunicaciones2 

de 29 partes interesadas para el examen periódico universal, presentadas de forma resumida 

debido a las restricciones relativas al número de palabras. Se incluye una sección separada 

para la contribución de la institución nacional de derechos humanos acreditada en plena 

conformidad con los Principios de París. 

 II. Información proporcionada por la institución nacional 
de derechos humanos acreditada en plena conformidad 
con los Principios de París 

2. La Defensoría del Pueblo de Georgia declaró que, durante el período que abarca el 

informe, Georgia se había enfrentado a importantes retos relativos a la administración de 

justicia y la aplicación de la ley, marcados por las protestas públicas, el uso excesivo de la 

fuerza policial y la preocupación por la rendición de cuentas. Las violaciones de derechos 

humanos observadas durante las protestas de primavera e invierno de 2024 habían resultado 

especialmente preocupantes. La Defensoría del Pueblo señaló que los casos de presuntos 

malos tratos por parte de agentes del orden contra manifestantes, incluidos periodistas y 

políticos, habían parecido sistémicos y, en ocasiones, generalizados3. 

3. La Defensoría del Pueblo declaró que uno de los aspectos que obstaculizaron 

objetivamente la investigación fue que no se había podido identificar a las unidades policiales 

enviadas para dispersar las manifestaciones, ya que no llevaban ningún distintivo4. 

4. La Defensoría del Pueblo declaró que con las enmiendas al Código de Infracciones 

Administrativas habían aumentado significativamente las multas y sanciones por diversas 

infracciones, especialmente en relación con las protestas, se había dado mayor margen a la 
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policía para realizar detenciones arbitrarias y se había reducido la posibilidad de criticar a los 

funcionarios del Gobierno5. 

5. La Defensoría del Pueblo declaró que aún no se había adoptado un marco legislativo 

que garantizara la realización del derecho a una vivienda adecuada. Asimismo, la legislación 

georgiana sigue careciendo de una definición jurídica de la falta de hogar6. 

6. La Defensoría del Pueblo afirmó que la prevención de los homicidios de mujeres por 

motivos de género y la aplicación efectiva de las funciones judiciales y policiales en estos 

casos seguían siendo un reto en toda Georgia7. 

7. La Defensoría del Pueblo afirmó que las barreras lingüísticas e informativas seguían 

siendo los principales retos para la integración cívica de los miembros de minorías nacionales 

desde hacía años en múltiples ámbitos. Era esencial reforzar la enseñanza de la lengua oficial 

tanto en la educación preescolar como en la general8. 

8. Con respecto a Abjasia (Georgia) y la región de Tsjinvali/Osetia del Sur (Georgia), la 

Defensoría del Pueblo declaró que los residentes de las aldeas situadas junto a la línea de 

ocupación seguían sufriendo los efectos de la “fronterización” en curso, que provocaba 

violaciones de sus derechos de propiedad y detenciones arbitrarias. Los residentes se 

enfrentaban a dificultades socioeconómicas, como falta de empleo, falta de regadío, 

asistencia sanitaria e infraestructuras inadecuadas y acceso limitado a los servicios públicos9. 

9. La Defensoría del Pueblo afirmaba que el acceso a la educación en la lengua materna 

georgiana, así como los deficientes servicios médicos, la insuficiencia de infraestructuras y 

la falta de cualificación del personal médico seguían siendo problemas importantes en 

Abjasia (Georgia) y la región de Tsjinvali/Osetia del Sur (Georgia)10. 

 III. Información proporcionada por otras partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales y cooperación 

con los mecanismos de derechos humanos 

10. La Human Rights Foundation (HRF) declaró que, en relación con las 

recomendaciones aceptadas en el anterior examen periódico universal, no se había llevado a 

cabo ninguna reforma significativa desde 2021. Señaló que Georgia había hecho caso omiso 

en gran medida de los llamamientos para que, entre otras cosas, ratificara los tratados de 

derechos humanos pendientes, llevara a cabo reformas jurídicas, institucionales y 

democráticas para garantizar el cumplimiento de los derechos humanos, combatiera la 

discriminación, garantizara la libertad de expresión y la libertad de los medios de 

comunicación y protegiera a los defensores de los derechos humanos11. 

11. El Social Justice Center (SJC) recomendó a Georgia que ratificara el Protocolo 

Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales12. 

12. La Campaña Internacional para Abolir las Armas Nucleares instó a Georgia a que 

firmara y ratificara el Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares13. 

 B. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marcos constitucional y legislativo 

13. En la comunicación conjunta 10 (JS10) se señaló que, en mayo de 2024, Georgia había 

promulgado la Ley de Transparencia de la Influencia Extranjera, ampliamente conocida 

como la ley sobre “agentes extranjeros”, a pesar de las protestas públicas masivas contra la 

ley. La ley exigía que las organizaciones no comerciales y los medios de comunicación que 

recibieran más del 20 % de su financiación de una fuente extranjera se registraran bajo la 

estigmatizante etiqueta de “organizaciones que persiguen los intereses de una potencia 

extranjera”. Estas organizaciones estaban sometidas a onerosos requisitos de información y 

a amplias facultades de control y vigilancia por parte del Ministerio de Justicia14. 



A/HRC/WG.6/51/GEO/3 

GE.25-17461 3 

14. En la comunicación conjunta 3 (JS3) se declaró que la mayoría de las organizaciones 

no gubernamentales se habían negado a registrarse como “agentes extranjeros”, lo que llevó 

a las autoridades a promulgar legislación todavía más draconiana en 202515. 

15. Human Rights Watch (HRW) afirmó que la Ley de Registro de Agentes Extranjeros, 

aprobada en marzo de 2025, obligaba a las personas o entidades inscritas a presentar a las 

autoridades onerosas declaraciones financieras anuales, con una plétora excesiva de detalles, 

y dos copias de toda declaración pública en un plazo de 48 horas tras su publicación. Las 

personas y grupos registrados también tuvieron que incluir en sus declaraciones públicas la 

autodenominación de “agente extranjero”. No registrarse como agente extranjero o no 

proporcionar la información requerida conllevaba multas penales y/o una pena máxima de 

cinco años de prisión. HRW afirmó que la vaga definición de “actividad política” e 

“influencia extranjera”, y la responsabilidad penal inmediata en caso de incumplimiento 

afectaban a cualquier persona o grupo crítico con las autoridades y representaban una 

amenaza existencial para la sociedad civil de Georgia16.  

16. En la JS3 se instó a Georgia a derogar la Ley de Transparencia de la Influencia 

Extranjera, la Ley de Registro de Agentes Extranjeros y la Ley de Valores Familiares y 

Protección del Menor. También se instó a Georgia a derogar las enmiendas represivas de la 

Ley Orgánica de Tribunales Comunes, la Ley de Subvenciones y la Ley de Radiodifusión, y 

a derogar las enmiendas represivas de la Ley de Reuniones y Manifestaciones, el Código de 

Infracciones Administrativas y el Código Penal17. 

17. Broken Chalk (BC) recomendó a Georgia que revisara la legislación nacional sobre 

educación y la adaptara al Convenio Europeo de Derechos Humanos18. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

18. En la JS10 se afirmaba que, en 2022, Georgia había disuelto el Servicio de Inspección 

del Estado y lo había sustituido por dos organismos distintos, una medida ampliamente 

criticada por los organismos de derechos humanos y las Naciones Unidas. Un nuevo 

organismo, el Servicio de Investigación Especial, había asumido el mandato del Servicio de 

Inspección del Estado de investigar los abusos cometidos por los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley y, además, se le había encomendado la investigación de la presunta 

obstrucción de las actividades periodísticas. A pesar de haber iniciado frecuentes 

investigaciones sobre agresiones a periodistas, sus pesquisas no habían desembocado en 

procesamientos, y mucho menos en condenas19. 

19. El Consejo de Europa declaró que el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura 

y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes había recomendado a Georgia que tomara 

medidas para dar al mecanismo nacional de prevención acceso sin restricciones a todas las 

instalaciones y protegerlo de intimidaciones20. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos 

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos 

humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional humanitario aplicable 

  Igualdad y no discriminación 

20. En la comunicación conjunta 9 se recomendó a Georgia que adoptara y aplicara 

enérgicamente medidas integrales para prevenir y combatir el discurso de odio y la 

estigmatización patrocinados por el Estado contra los defensores de los derechos humanos, 

las organizaciones de la sociedad civil y los grupos vulnerables, en particular la comunidad 

LGBTQ+21. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser 

sometido a tortura 

21. La HRF declaró que Georgia había incurrido en un preocupante patrón de tortura y 

malos tratos, especialmente contra manifestantes y figuras de la oposición. Pidió a Georgia 

que pusiera fin de inmediato a la tortura y los malos tratos de todos los detenidos, que 
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estableciera políticas que proporcionaran más recursos para investigaciones imparciales e 

independientes de las denuncias de tortura y malos tratos, y que ordenara a los organismos 

responsables que cumplieran plenamente las normas del Protocolo de Estambul cuando 

tuvieran que determinar si las pruebas eran suficientes para llevar los casos de tortura ante 

los tribunales22. 

22. El Consejo de Europa señaló que el Comisario de Derechos Humanos del Consejo de 

Europa, tras su visita al país en enero de 2025, había expresado su preocupación por la falta 

de rendición de cuentas ante las denuncias de detenciones ilegales y uso excesivo de la fuerza 

por parte de las fuerzas del orden durante las protestas antigubernamentales. El Comisario 

había subrayado que el reto constante de garantizar la correcta identificación de los policías 

enmascarados era un obstáculo para la rendición de cuentas23. 

23. En la comunicación conjunta 13 (JS13) se recomendó a Georgia que eliminara todas 

las formas de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, y que garantizara que 

todas las denuncias de tortura y malos tratos policiales se investigaran de forma exhaustiva, 

independiente e imparcial. También se recomendó a Georgia que garantizara a todos los 

supervivientes de malos tratos el acceso a la justicia, a recursos efectivos y a una reparación 

integral por los daños sufridos24. 

24. En la comunicación conjunta 14 (JS14) se recomendó a Georgia que mejorara las 

condiciones en los centros de detención temporal y en las prisiones, prestando especial 

atención a las condiciones de la detención preventiva25. 

25. La HRF instó a Georgia a que pusiera en libertad de inmediato y sin condiciones a 

todos los presos de conciencia y pusiera fin a las violaciones sistemáticas de las debidas 

garantías procesales, en particular la detención y privación de libertad arbitrarias y la 

denegación de la asistencia letrada26. 

26. En la JS14 se recomendó a Georgia que velara por que se cumpliera estrictamente el 

período máximo de detención preventiva, que era de 24 horas, y por que cualquier prórroga 

más allá de ese período estuviera sujeta a autorización judicial con justificaciones claras, a 

fin de defender el estado de derecho y evitar la privación arbitraria de libertad27. 

  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, 

y estado de derecho 

27. En la comunicación conjunta 12 (JS12) se declaró que, desde 2022, Georgia había 

aplicado una serie de medidas legislativas y administrativas que habían socavado 

significativamente la independencia judicial y debilitado el sistema de equilibrio de poderes. 

Los cambios legislativos adoptados en 2025 habían reforzado aún más la capacidad del 

Consejo Superior de Justicia y de sus influyentes miembros para controlar los nombramientos 

judiciales y los procedimientos disciplinarios y reprimir a jueces individuales. El derecho a 

un juicio justo para las víctimas de la represión política no existía en la práctica28. 

28. El Media Institute (MI) declaró que la independencia del poder judicial y la confianza 

pública en los tribunales habían disminuido y que las víctimas de violaciones de derechos 

humanos no disponían de un recurso efectivo a nivel nacional29. 

29. En la JS12 se afirmó que el sistema de justicia penal se había convertido en una 

herramienta primordial para reprimir a los participantes en protestas y a la oposición política 

desde noviembre de 2024, en particular. Los tribunales habían violado sistemáticamente los 

principios fundamentales de un juicio justo, las garantías procesales y las normas 

internacionales de derechos humanos en la tramitación de causas penales relacionadas con 

protestas30. 

30. La Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos de la Organización 

para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE/OIDDH) declaró que había 

recomendado a Georgia que emprendiera una reforma judicial integral para aumentar la 

independencia, la rendición de cuentas y la calidad del sistema judicial en un proceso de 

reforma amplio, inclusivo e interpartidista, que incluyera la participación efectiva de la 

sociedad civil y de expertos jurídicos31. 
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31. Lawyers for Lawyers (L4L) recomendó a Georgia que adoptara medidas inmediatas 

para garantizar las debidas garantías procesales y el derecho a un juicio imparcial, en 

particular proporcionando a los abogados pleno acceso a los expedientes de las causas sin 

demoras o restricciones indebidas, ni en la legislación ni en la práctica32. 

32. L4L recomendó a Georgia que adoptara medidas inmediatas para garantizar que los 

abogados tuvieran pleno acceso a sus clientes y para restablecer y garantizar la plena 

confidencialidad de las comunicaciones entre los abogados y sus clientes, incluso cuando los 

clientes estuvieran en prisión preventiva33. 

33. L4L recomendó a Georgia abstenerse de adoptar cualquier medida que pudiera 

constituir acoso, persecución o injerencia indebida en la labor de los abogados, incluida su 

detención o su enjuiciamiento penal por motivos injustificados, como la expresión de 

opiniones críticas o la naturaleza de los casos en que intervenían34. 

  Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

34. En la comunicación conjunta 8 (JS8) se afirmó que desde 2023 Georgia 

experimentaba un alarmante declive en el desarrollo democrático y el estado de derecho, 

marcado por la consolidación en el poder del partido gobernante Sueño Georgiano y la 

erosión del espacio cívico. Continuaron las protestas y la detención u opresión de activistas, 

lo que creó un clima de temor y represión que afectó gravemente a la libertad de expresión y 

reunión35. 

35. En la JS8 se afirmó que las organizaciones de la sociedad civil estaban cada vez más 

estigmatizadas como “agentes extranjeros”, privadas de recursos y acosadas a nivel local, 

especialmente en las regiones. El entorno en el que trabajaban los defensores de los derechos 

humanos nunca había sido tan precario36. 

36. La HRF declaró que Georgia había intensificado su ofensiva contra la libertad de 

expresión al atacar a activistas prodemocráticos y voces independientes. Georgia había 

utilizado sistemáticamente la detención para reprimir la disidencia, a menudo pasando por 

alto garantías procesales esenciales. También había convertido en arma su sistema de justicia 

para reprimir las protestas, privando a los activistas detenidos de las debidas garantías 

procesales. Asimismo, negaba sistemáticamente a los detenidos el acceso a asistencia 

letrada37. 

37. HRW recomendó a Georgia que garantizara un entorno seguro y propicio para los 

defensores de los derechos humanos y las organizaciones de la sociedad civil y que velara 

por que las agresiones contra activistas de la sociedad civil y defensores de los derechos 

humanos se investigaran con prontitud, exhaustividad y eficacia y por que los responsables 

rindieran cuentas38. 

38. En la comunicación conjunta 1 se señaló que, en las protestas, periodistas y activistas 

cívicos habían sufrido intimidaciones, así como acoso penal y administrativo. Los 

representantes de los medios de comunicación que cubrían asambleas pacíficas se habían 

enfrentado a abusos verbales, agresiones físicas, uso desproporcionado de medios especiales 

e incautación de equipos para acabar con la cobertura crítica39. 

39. El MI declaró que los medios de comunicación críticos habían sido estigmatizados 

como “agentes extranjeros”, y que cargos públicos del partido político gobernante los habían 

calificado de “traidores”40. 

40. HRW afirmó que, en abril de 2025, Georgia había enmendado la Ley de 

Radiodifusión, prohibiendo toda financiación extranjera y ayuda en especie a los medios de 

radiodifusión y ampliando el poder de la Comisión de Comunicaciones, un organismo 

dominado por personas designadas por el partido gobernante, para regular el contenido de las 

emisoras. Grupos de la sociedad civil georgiana habían criticado los cambios, subrayando 

que reprimirían a los medios de comunicación críticos41. 

41. En la JS10 se señaló que, en junio de 2025, Georgia había promulgado enmiendas a 

la Ley de Libertad de Expresión, eliminando sistemáticamente protecciones jurídicas que 

históricamente habían salvaguardado a los medios de comunicación. Los cambios facilitaron 

considerablemente el éxito de las demandas por difamación contra periodistas42. 
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42. En la JS10 se recomendó a Georgia que garantizara la seguridad y la protección física 

de periodistas, camarógrafos y otros profesionales de los medios de comunicación, 

especialmente durante las protestas, que pusiera fin a la impunidad de las agresiones físicas, 

el acoso y la intimidación de periodistas, en particular por parte de agentes del orden, y que 

pusiera fin a los procesamientos de periodistas por motivos políticos43. 

43. La HRF declaró que Georgia había menoscabado activamente la libertad de reunión 

al atacar las protestas con medidas tanto legales como coercitivas. En 2024, modificó la Ley 

de Reuniones y el Código de Infracciones Administrativas para imponer la prohibición total 

de cubrirse la cara durante las protestas, ampliar las facultades policiales de registro e 

incautación y aumentar significativamente las multas por infracciones relacionadas con las 

protestas44. 

44. La OSCE/OIDDH declaró que las elecciones parlamentarias de 2024 se habían 

celebrado en un clima de honda preocupación por el impacto de la legislación recientemente 

adoptada sobre las libertades fundamentales y la sociedad civil, los pasos para disminuir la 

independencia de las instituciones implicadas en el proceso electoral y la presión sobre los 

votantes, que había afectado a la capacidad de algunos votantes para emitir su voto sin temor 

a represalias45. 

45. En la comunicación conjunta 11 (JS11) se recomendó a Georgia que pusiera fin a la 

persecución y el hostigamiento de partidos políticos y personas que expresaban opiniones 

disidentes, y que derogara las disposiciones de la Ley de Asociaciones Políticas que permitían 

la prohibición de partidos políticos sobre la base de criterios vagos y procedimientos 

acelerados que no cumplían las garantías procesales y democráticas46. 

46. En la comunicación conjunta 2 se recomendó a Georgia que revisara y modificara 

toda la legislación que estableciera jerarquías o concediera un trato preferente a grupos 

religiosos concretos, para garantizar la igualdad de reconocimiento jurídico y protección de 

todas las minorías religiosas47. 

47. Conscience and Peace Tax International recomendó que Georgia modificara las 

disposiciones pertinentes para declarar explícitamente que el derecho a la objeción de 

conciencia al servicio militar obligatorio era accesible en todo momento, incluso en 

circunstancias de guerra, movilización general o emergencia nacional48. 

48. Connection e.V. recomendó que Georgia ofreciera a todos los objetores de conciencia 

una prestación alternativa al servicio militar que no fuera punitiva ni discriminatoria por su 

naturaleza, costo o duración49. 

  Derecho a la privacidad 

49. En la comunicación conjunta 5 (JS5) se afirmó que la Ley de Transparencia de la 

Influencia Extranjera carecía de salvaguardias sólidas para proteger a las personas contra el 

uso indebido de los datos recopilados, en particular la información relativa a la orientación 

sexual, la identidad de género, el estado de salud (incluido el estado serológico con respecto 

al VIH) o las creencias políticas. No había ninguna disposición sobre supervisión 

independiente o reparación en casos de abuso o coacción50. 

50. En la JS5 se recomendó a Georgia que reforzara la legislación sobre protección de 

datos para salvaguardar la privacidad de las personas que accedían a la atención sanitaria, los 

servicios sociales o las organizaciones de la sociedad civil, especialmente con información 

sensible relativa a la orientación sexual y la identidad de género, el estado serológico con 

respecto al VIH o las creencias políticas. También se recomendó a Georgia que estableciera 

mecanismos de supervisión independientes para garantizar la rendición de cuentas en caso 

de violación o abuso de datos51. 

  Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

51. El European Centre for Law and Justice (ECLJ) declaró que, a pesar de las mejoras 

en la lucha contra la trata de personas, Georgia había sido incapaz de investigar y enjuiciar 

eficazmente los casos de trata de personas. Las autoridades carecían de procedimientos para 

identificar a las víctimas de la trata de personas y los organismos encargados de hacer cumplir 

la ley no tenían personal suficiente y carecían de experiencia para investigar las amenazas de 
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la delincuencia organizada, como la trata de personas. Las autoridades tampoco habían 

recibido formación adecuada para investigar y recabar pruebas de casos de trata de 

personas52. 

  Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

52. El SJC declaró que empleados de organismos estatales que habían protestado 

públicamente contra la decisión del Gobierno de suspender el proceso de integración europea 

de Georgia, incluso publicando declaraciones conjuntas y participando en concentraciones 

de protesta, estaban siendo despedidos de sus puestos de trabajo supuestamente por motivos 

discriminatorios. En abril de 2025, más de 800 personas habían sido destituidas de sus cargos 

en la administración central y municipal53. 

53. El SJC declaró que el Servicio de Inspección Laboral funcionaba de forma poco 

transparente y había dejado de divulgar información sobre inspecciones en entidades 

concretas, lo que hacía imposible evaluar su eficacia54. 

54. El SJC declaró que el sector minero se caracterizaba por la violación de las normas de 

salud y seguridad en el trabajo, la remuneración inadecuada de los trabajadores, los procesos 

ilegales de reorganización, los despidos improcedentes y la falta de consulta a los 

trabajadores sobre las condiciones esenciales de trabajo55. 

55. El SJC recomendó a Georgia que aplicara medidas estatales eficaces de inspección, 

supervisión y aplicación de la ley para erradicar las violaciones generalizadas de los derechos 

laborales en el sector minero56. 

56. En la JS11 se señaló que Georgia había emprendido acciones represivas contra los 

sindicatos independientes, como la prórroga injustificada del registro de nuevas 

organizaciones sindicales, la persecución política de los miembros de los sindicatos y la no 

representación en la negociación colectiva57. 

  Derecho a la seguridad social 

57. En la JS8 se afirmó que los mecanismos de protección social seguían siendo 

profundamente inadecuados. La cuantía del paquete social del Estado, una herramienta clave 

de apoyo, seguía situándose por debajo del mínimo de subsistencia58.  

58. El SJC declaró que los pensionistas habían denunciado que su pensión era insuficiente 

para cubrir alimentos y medicamentos. El subsidio para los desplazados internos era aún más 

bajo, es decir, cinco veces por debajo del ya insuficiente mínimo de subsistencia59. 

59. El SJC declaró que el paquete social para personas con discapacidad era insuficiente 

para cubrir los gastos relacionados con la discapacidad y excluía a las personas a las que se 

había denegado la condición de discapacidad debido al anticuado modelo médico y a las 

personas mayores con discapacidad a las que se negaba el derecho a recibir tanto una pensión 

como un paquete de discapacidad60. 

60. El SJC recomendó a Georgia que desarrollara una política de protección social integral 

basada en las necesidades de la población, y que garantizara la provisión de prestaciones 

universales a grupos clave, como las personas con discapacidad y los niños61. 

61. El SJC recomendó a Georgia que adoptara un sistema de seguro de desempleo62. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

62. El SJC declaró que la pobreza seguía siendo uno de los retos más persistentes de 

Georgia. En 2024, el 9,4 % de la población vivía por debajo del umbral de pobreza absoluta63. 

63. El SJC declaró que el derecho a la vivienda seguía siendo una de las cuestiones más 

olvidadas en Georgia. No estaba reconocido en la legislación nacional ni en los marcos de 

políticas, y no existían datos fiables sobre la magnitud, las causas o las formas de la falta de 

hogar, ni sobre las necesidades de las poblaciones sin hogar. A pesar de la urgente necesidad, 

Georgia no había adoptado ni una estrategia nacional de vivienda ni un plan de acción. La 

Estrategia Nacional de Derechos Humanos 2022-2030 no mencionaba el derecho a la 

vivienda64. 
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64. El SJC declaró que las viviendas sociales seguían siendo muy problemáticas y a 

menudo se encontraban en edificios no aptos para ser habitados65. 

65. El SJC recomendó a Georgia que adoptara una estrategia y un plan de acción 

nacionales en materia de vivienda basados en los derechos y que garantizara la disponibilidad 

de vivienda para todas las personas necesitadas, así como que modificara la legislación sobre 

desalojos para que reflejara salvaguardias antes, durante y después de los desalojos66. 

  Derecho a la salud 

66. En la JS5 se afirmó que existía una creciente preocupación por el deterioro de la salud 

mental de las personas LGBT en Georgia, agravado por el aislamiento social, la exposición 

al estigma propiciado por el Estado y la desaparición de espacios comunitarios67. 

67. En la JS5 se recomendó a Georgia que restableciera y ampliara el acceso a servicios 

de atención de afirmación de género y garantizara que dichos servicios fueran accesibles, no 

discriminatorios y basados en el consentimiento informado de la persona, y que los 

profesionales de la medicina estuvieran protegidos frente a sanciones penales o 

administrativas por prestar dicha atención68. 

  Derecho a la educación 

68. BC declaró que los servicios para niños con discapacidad eran escasos o inexistentes. 

En consecuencia, muchos niños se veían obligados a abandonar los estudios debido a la 

inaccesibilidad de las infraestructuras69. 

69. BC declaró que las familias de niños con discapacidad se enfrentaban a dificultades 

en relación con la educación de sus hijos. Necesitaban más financiación del Gobierno para 

garantizar que sus hijos recibieran una educación adecuada. Además, las escuelas e 

instituciones educativas debían aplicar reformas que garantizaran la inclusión de los niños 

con discapacidad70. 

70. BC declaró que Georgia había adoptado restricciones discriminatorias para las 

personas pertenecientes a la comunidad LGBTQ+, lo que había provocado su estigmatización 

y exclusión en la educación71. 

71. BC declaró que la Ley de Valores Familiares y Protección del Menor imponía 

restricciones en la educación que discriminaban a la comunidad LGBTQ+72. 

72. Unite for Rights recomendó que Georgia aumentara la financiación y las medidas de 

apoyo a largo plazo en favor de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas 

específicamente a impartir educación en derechos humanos sobre la Declaración Universal 

de Derechos Humanos, especialmente las que trabajaban con poblaciones en situación de 

vulnerabilidad y en zonas remotas73. 

  Derechos culturales 

73. En la JS3 se declaró que la intimidación, el acoso y la injerencia del Gobierno en la 

labor de las voces críticas en el ámbito cultural habían aumentado considerablemente. 

Personal y líderes de instituciones culturales nacionales habían sido destituidos de sus cargos 

por sus convicciones políticas o por haber ejercido su libertad de expresión74. 

74. En la comunicación conjunta 7 se recomendó a Georgia que garantizara y protegiera 

el derecho a producir y presentar obras artísticas sin censura estatal o religiosa indebida, y 

que velara por que no se clausuraran exposiciones, representaciones y publicaciones por 

motivos políticos75. 

  Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

75. El SJC declaró que las actividades mineras habían devastado las comunidades locales, 

especialmente en Shukruti e Itkhvisi, donde la extracción subterránea había provocado 

condiciones de vida peligrosas. Los residentes habían exigido indemnizaciones por la 

destrucción de viviendas, pozos, tierras agrícolas e iglesias desde 201976. 
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76. El SJC declaró que los defensores del medio ambiente de Georgia eran tachados a 

menudo de “enemigos de los intereses nacionales”, sobre todo cuando se oponían a proyectos 

a gran escala como las centrales hidroeléctricas. Georgia había utilizado estos argumentos 

para desacreditar a los activistas, tachándolos de amenaza para la seguridad energética y la 

soberanía nacional77. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

77. En la comunicación conjunta 6 (JS6) se afirmó que las mujeres seguían enfrentándose 

a graves obstáculos en el acceso a la justicia, a lo que se sumaba la reciente eliminación de 

las referencias al “género” de todas las leyes y la abolición de medidas temporales para 

aumentar la participación política de las mujeres. Era probable que la eliminación de la 

terminología relacionada con el género y de los principios de igualdad de género de las leyes 

debilitara la protección de los derechos de las mujeres en múltiples ámbitos, incluidas las 

respuestas efectivas de la justicia penal a la violencia contra las mujeres y la violencia 

sexual78. 

78. En la JS6 se recomendó a Georgia que restableciera las salvaguardias de la igualdad 

de género reinstaurando en la legislación el término “género”, recientemente suprimido, y 

reintroduciendo cuotas de género para la participación política79. 

79. HRW declaró que, en abril de 2023, Georgia había abolido las cuotas obligatorias de 

mujeres en el Parlamento y los consejos municipales. Recomendó a Georgia que garantizara 

la igualdad de representación de las mujeres en la política y en la vida pública80. 

80. La OSCE/OIDDH declaró que había recomendado a Georgia poner en marcha 

enmiendas legislativas con vistas a reintroducir las cuotas electorales de género 

obligatorias81. 

  Niños 

81. En la JS6 se señaló que los esfuerzos para prevenir el matrimonio infantil y forzado 

eran insuficientes. Se recomendó a Georgia que pusiera en marcha una estrategia integral 

para prevenir y contrarrestar el matrimonio infantil y forzado, que incluyera medidas de 

prevención multisectoriales, la mejora de la tipificación como delito de todas las formas de 

matrimonio forzado, la rendición de cuentas de los perpetradores y el apoyo coordinado entre 

los agentes estatales y de la sociedad civil82. 

82. En la JS6 se señaló que la violencia sexual contra menores seguía siendo motivo de 

grave preocupación debido a que no se denunciaban todos los casos, a los problemas de 

prevención y respuesta de la justicia penal y a la limitada disponibilidad de servicios de 

apoyo. Los niños y adolescentes supervivientes de las zonas rurales eran especialmente 

vulnerables83. 

83. Connection e.V. recomendó que Georgia enmendara el Código Penal para tipificar 

expresamente como delito el reclutamiento y el uso en hostilidades de niños menores de 

18 años de edad por las fuerzas armadas y los grupos armados no estatales84. 

  Personas con discapacidad 

84. En la JS8 se afirmó que la Ley sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

no abordaba una serie de cuestiones críticas, como el acceso a una vivienda adecuada, el 

proceso de desinstitucionalización y el reconocimiento de la capacidad jurídica para todos. 

La ley carecía de normas sobre protección social, lo que dejaba sin abordar problemas 

esenciales de las personas con discapacidad85. 

85. En la JS8 se señaló que una de las cuestiones más preocupantes era la ausencia de una 

estrategia dedicada específicamente a los derechos de las personas con discapacidad. Aunque 

la Estrategia de Derechos Humanos (2021-2030) incluía una sección sobre los derechos de 

las personas con discapacidad, no abordaba cuestiones clave como la armonización 

legislativa, la protección social, la capacidad jurídica, la reducción de la pobreza y la 

participación en la toma de decisiones, que o bien no estaban presentes o solo se mencionaban 
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vagamente. El Plan de Acción de Derechos Humanos (2024-2026) presentaba las mismas 

deficiencias86. 

86. En la JS8 se declaró que, a pesar de la urgencia, aún no se había adoptado un plan 

nacional de accesibilidad, lo que dificultaba el desarrollo de medidas eficaces87. 

87. BC declaró que los niños con discapacidad eran uno de los grupos más vulnerables de 

Georgia. Se enfrentaban constantemente a la estigmatización social, así como a un acceso 

restringido a la educación, la sanidad y los servicios sociales. En consecuencia, estaban más 

marginados y aislados88. 

88. En la JS8 se afirmó que uno de los problemas de derechos humanos más críticos para 

las personas con discapacidad psicosocial e intelectual en Georgia era su continua 

institucionalización debido a la falta de alternativas adecuadas de alojamiento y apoyo 

basadas en la comunidad. Aunque existía una estrategia nacional de desinstitucionalización, 

su aplicación se quedaba corta. Muchas personas permanecían recluidas en centros 

psiquiátricos, residencias y grandes albergues, donde sufrían violencia y tratos inhumanos, 

incluidas medidas de contención física y farmacológica89. 

89. BC recomendó a Georgia que pusiera en marcha una campaña nacional de 

sensibilización para promover la inclusión y luchar contra el estigma social hacia los niños y 

las personas con discapacidad90. 

  Minorías 

90. BC declaró que las minorías étnicas de Georgia, en particular los azerbaiyanos y los 

armenios, que eran los más numerosos, y las personas de la comunidad romaní, se 

enfrentaban a importantes retos, como las barreras lingüísticas, la discriminación y las 

diferencias socioeconómicas. Estos factores limitaban colectivamente su acceso a la atención 

sanitaria, el empleo y la educación91. 

91. En la JS8 se afirmó que la participación de las minorías en los procesos políticos y su 

representación en los órganos electorales no habían mejorado92. 

92. En la JS8 se afirmó que, en un contexto de vulnerabilidad social, las minorías étnicas 

solían sufrir discriminación y pérdidas de tierras. Históricamente, las autoridades locales o 

grupos poderosos, incluida la Iglesia ortodoxa georgiana, se apoderaban de las tierras 

agrícolas de las aldeas mediante decisiones ilegales y las revendían a otros93. 

93. BC recomendó a Georgia que creara modelos de educación bilingüe que preservaran 

las lenguas minoritarias al tiempo que garantizaran el dominio del georgiano94. 

94. BC recomendó a Georgia que incluyera la historia y las lenguas de las minorías 

étnicas, así como sus aportaciones culturales, en el plan de estudios nacional para fomentar 

el respeto y el entendimiento mutuos95. 

  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

95. En la JS5 se declaró que Georgia seguía mostrando pautas sistémicas de 

discriminación contra las personas por motivos de orientación sexual e identidad de género. 

El estigma social, los prejuicios y la hostilidad hacia las personas LGBT seguían 

profundamente arraigados en las instituciones públicas y en la sociedad en general. Estas 

condiciones se vieron exacerbadas por una retórica política generalizada que hacía hincapié 

en los denominados “valores familiares tradicionales”, que a menudo se instrumentalizaban 

para deslegitimar los derechos y la existencia de las comunidades LGBT96. 

96. L4L declaró que la Ley de Valores Familiares y Protección del Menor había abolido 

casi todos los derechos de la comunidad LGBTQI+ y que los abogados ya no podían 

proporcionarles una asistencia jurídica eficaz97. 

97. HRW declaró que Georgia había prohibido la atención de afirmación de género para 

personas trans, el matrimonio entre personas del mismo sexo y la adopción por parejas del 

mismo sexo. También había prohibido las referencias positivas a las personas LGBT en la 

literatura, el cine y los medios de comunicación, así como en las escuelas y en las reuniones 

públicas98. 
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98. Trans Europe and Central Asia recomendó que Georgia derogara la Ley de Valores 

Familiares y Protección del Menor en su totalidad y revocara las enmiendas de abril de 2025 

que habían hecho desaparecer todas las referencias al “género” y la “identidad de género” de 

la legislación georgiana, incluida la legislación contra la discriminación y los delitos de 

odio99. 

99. En la JS5 se recomendó a Georgia que se asegurara de que el marco jurídico nacional 

prohibiera explícitamente la discriminación por motivos de orientación sexual, identidad de 

género, expresión de género y características sexuales en todos los sectores, incluidos la 

sanidad, la educación, el empleo y la vivienda100. 

100. En la comunicación conjunta 4 se recomendó a Georgia que garantizara que los 

funcionarios de alto rango se abstuvieran de utilizar retórica anti-LGBTI y discursos de odio 

homo/transfóbico, que alimentaban la violencia de extrema derecha y ponían en peligro a las 

personas LGBTI101. 

  Apátridas 

101. En la JS8 se recomendó a Georgia que adoptara medidas jurídicas especiales para 

facilitar el acceso a la ciudadanía georgiana de los mesjetianos musulmanes repatriados y que 

tomara medidas adicionales para promover su plena integración en la sociedad georgiana102. 

 3. Regiones o territorios específicos 

102. En la JS8 se señaló que, en relación con Abjasia (Georgia) y la región de 

Tsjinvali/Osetia del Sur (Georgia), la restricción ad hoc y arbitraria de la libertad de 

circulación y la práctica de cerrar los pasos fronterizos restringían el acceso de los residentes 

de Gali y Ajalgori a los servicios sociales, sanitarios y educativos básicos103. 

103. En la JS8 se afirmaba que la enseñanza en lengua materna en las escuelas de Gali y 

Ajalgori estaba totalmente restringida desde septiembre de 2022, si bien en años anteriores 

los alumnos de secundaria habían podido seguir estudiando en georgiano. La plena 

transferencia del modelo de enseñanza en ruso a las escuelas provocó una grave laguna en el 

conocimiento de la lengua estatal y, a largo plazo, afectaría a la capacidad de los estudiantes 

de Gali y Ajalgori para aprobar los exámenes en las universidades georgianas y seguir 

estudiando allí104. 

 Notas 
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